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BLa carcel de Héctor Carreon
B Un caso para la justicia

Miguel Angel Granados Chapa

Sobre el escritorio del ministro Francisco Pavén Vasconce-
los, un ameritado profesor de derecho penal, en su des-
pacho de la Suprema Corte, debe estar en estos dias el ex-
pediente de amparo No. 3991/83, listo para que la sentecia
sea dictada. Del sentido y la profundidad del veredicto de-
pende la suerte de un joven trabajador universitario preso
en el centro de rehabilitacion social (como pomposamente
se llama a la cércel) de Durango.

El solicitante del amparo es Jests Héctor Carreén' Bur-
ciaga. En uso de sus derechos ciudadanos, solicita la pro-
teccion de la justicia federal contra la sentencia dictada, en
apelacion, por la sala penal colegiada del Supremo Tribu-
nal de Justucia de la entidad donde se halla prisionero, que
el 13 de septiembre de 1982 lo condend a diez afios de
reclusién, por el delito de secuestro, tal como lo habia
hecho en primera instancia el juez tercero penal de Duran-
go.
Carreén Burciaga estéa acusado del secuestro del doctor
José Antonio Rincén Arredondo, ocurrido el 3 de octubre
de 1980. Tres dias después fue liberado mediante el pago
de 10 millones de pesos, hecho por sus familiares. Iniciada
la averiguacién policiaca, resulté que la casa donde estuvo
detenido era un local alquilado por el sindicato de trabaja-
dores y empleados de la Universidad Juérez, que estaba
fuera de uso. El secretario general de la agrupacién, Jests
Héctor Carre6n Burciaga, fue por ese hecho detenido,
aunque no hubiera admitido nunca su participacién en el
secuestro. Sus hermanos, Ramoén Gil y Ernesto, sin embar-
go, fueron también capturados y ellos si aceptaron haber
participado en el ilicito, aunque en grados diversos, junto
con Justino Nevérez, que también fue detenido. Este, ini-
cialmente, imputé participacion a Jesus Héctor, pro ante
su juez asegur6 que s6lo Ernesto y él tuvieron que ver en el
secuestro. Se acus0, ademaés, de que ambos mataron tam-
bién a un testigo del secuestro. Pero dice que lo ultimaron
a golpes de tubo, y la victima por lo que se le inicid proceso
el 8 de noviembre de 1980, falleci6 a balazos.

Mientras tanto, una docena de testigos contestaron de
modo coincidente el interrogatorio sobre las actividades de
JesUs Héctor los dias del secuestro. Hasta se recuerda que
propuso realizar actividades en la casa donde sin saberlo él
se hallaba el secuestrado, pero que la proposicion fue
rechazada por que alli no habia muebles. No obstante esos
testimonios, y la confesién de Ernesto y Justino (aquel
habia ya muerto en el hospital donde se le malatendi6 de
heridas que recibié en el momento de ser detenido), el 8 de
agosto de 1981 el Ministerio Publico presentd conclusiones
acusatorias contra Jesus Héctor.

El 3 de noviembre de 1981, el juez penal dict6 una sen-
tencia extrafia. Exculpé de responsabilidad a Justino
Nevarez, que habia dado toda suerte de detalles de su
participacion en el homicidio, por ese delito, y lo sentencid
por el de secuestro a 18 afios. A Jests Héctor y a Ramén
Gil les aplicé penas de 14 y 12 afios. En apelacién, la sen-
tencia al dirigente sindical queda reducida a diez afios.

Sélo una mencién, desmentida después por el propio
declarante, de Justino Nevérez, sirvié para inculpar a
Jests Héctor. Sus hermanos aceptaron algin grado de
participacion en el secuestro. El en cambio no lo ha admiti-
do nunca. Su version es creible, ademas, por el hecho de
que su actividad politica y sindical se realiza abierta y clara-
mente. Ademas de secretario general del sindicato univer-
sitario de Durango, es secretario de finanzas del sindicato
nacional de ese ramo.

Las autoridades locales del ramo judicial no fueron sufi-
cientemente autdénomas para dictar una sentencia apega-
da al derecho. Es de confiarse que el examen del expedien-
te produzca en el &nimo de un juzgador competente como
Pavén Vasconcelos la conviccién de que circunstancias
ajenas al proceso llevaron a Carreén a una cércel donde
estd hace va tres afios y de la que debe salir.




